






Señores 

HONORABLE TRIBUNAL SUPERIOR DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA, D. C. 

Sala Civil 

Atn.: Magistrada Ponente 

Doctora MARTHA PATRICIA GUZMAN ALVAREZ 

secsctribsupbta2@cendoj.ramajudical.gov.co 

E.                          S.                       D. 

 

REF: Proceso verbal de IMPUGNACIÓN DE DECISIONES DE LA 

ASAMBLEA DE COPROPIETARIOS.  

 

DEMANDANTE: PARQUEADEROS YA S.A.S.  

 

DEMANDADO: CENTRO COMERCIAL EL LAGO -UNILAGO P.H. 

 

RAD.                  11001310302920190029200 

 

ASUNTO:            Sustentación de la apelación   

 

 
El reglamento de propiedad horizontal protocolizado en Escritura Pública No. 

2705 del 4 de octubre de 2002, otorgada en la Notaria 33 del Circulo de Bogotá, 

aún vigente, consagra en sus artículos 16, 11, 12, 13, 19 y 22, que con los 

parqueaderos se regirán por los módulos de contribución, que no han querido 

ser establecidos por la administración. Tales disposiciones de la Ley 675 de 2001 

y del Reglamento, no han sido modificadas.  
 

A su vez, la ley 675 de 2001, establece con clara distinción:  Módulos de 

contribución en el artículo 31 y los coeficientes de copropiedad, en el artículo 25. 

En el primer caso, las expensas se sufragarán de acuerdo con esos módulos de 

contribución fijados conforme el reglamento, agregando que “solo podrán 

sufragar las erogaciones inherentes a su destinación específica”       
 

El artículo 25 al tratar sobre los coeficientes de copropiedad los define:   

 

“La proporción de los derechos de cada uno de los propietarios de bienes 

privados sobre los bienes comunes del edificio o conjunto” 

 

Por aclaración expresa de la ley, son dos sistemas diferentes para establecer con 
cuotas de pago por la administración.   

 

Por una gran confusión, como lo expresa la demandada al contestar al hecho 

segundo (2º): Dice en el inciso 2º “Respecto al artículo 16 del Reglamento de 

Propiedad Horizontal de la COPROPIEDAD, es cierto que se estableció una 

‘administración independiente’ a los propietarios de los parqueaderos y 



depósitos de los sótanos, pero debe tenerse en cuenta que el PARAGRAFO 1º 

del artículo 5º de la misma ley, consagra que “… no se podrán vulnerar los 

principios consagrados en la ley 675 de 2001”.  

 

Se advierte entonces que en la ley 675 de 2001, si existe la distinción entre 
Módulos de contribución y coeficientes de copropiedad. 

 

La copropiedad, actuando arbitrariamente ha decidido identificar los módulos de 

contribución con los coeficientes de copropiedad con respecto del área de 

propiedad de PARQUEADEROS YA S.A.S. Lo anterior, sin haber cumplido con las 

solemnidades exigidas, como sería la modificación del reglamento.  

  
Inclusive, en el proyecto de Ley 301 de 2020, que ya ha recibido aprobaciones 

y que vendrá a reemplazar la ley 675 de 2001, se distingue claramente cuando 

las expensas se cobran por coeficientes (o índices) de copropiedad o por Módulos 

de Contribución, cuando el índice para expensas se deduce de una parte o sector.  

 

Son entonces dos planteamientos distintos y no pueden confundirse, so pena de 
estarse violando la ley.  

 

Tampoco en actas es posible contrariar las disposiciones, igualando la cuota o el 

índice que debe aplicarse para la misma con aquel porcentaje que se deduce de 

los módulos de contribución. Ni siquiera es posible acomodarlo en actas o en el 

reglamento, porque se está violando la ley.  
 

Tampoco es posible anotar como se hace en el acta No. 55 que se impugna, 

deudas a cargo de PARQUEADEROS YA S.A.S., por “cuotas de administración” 

(a las cuales no está obligado) como si fueran deducciones de Módulos de 

Contribución. Ello, resulta ser un engaño en el presupuesto que se somete a 

aprobación, los informes y en general en lo expuesto en el acta. (Véase, por 

ejemplo, página 14 del Acta).  
 

El administrador de la copropiedad afirma en el Acta No. 55, página 20.  

 

“…para dar (sic) iniciar a un nuevo Proceso Jurídico … que es tomar acciones 

para derogar el artículo19 y 22 del Reglamento de Propiedad Horizontal, donde 

estamos seguros”. Que hay inconsistencias en el tema de los coeficientes”  
 

Al leer la página 53 del Acta, se advierte cómo el administrador del edificio afirma 

que a PARQUEADEROS YA S.A.S., se le incluyó en las cuotas de 

administración(?!), contrariando la ley y el reglamento de propiedad horizontal.    

 

¿Cómo obligan a aprobar el presupuesto del año 2019, a pesar de incluir en él 

una irregularidad, como es lo relacionado con los cobros a   PARQUEADEROS YA 
S.A.S.? 

 

Al respecto, es de gran importancia leer cómo somete el administrador la 

aprobación del presupuesto en la página 53 del Acta No. 55, que se impugna. 



 

Convocatoria.  

       

Según el Reglamento y la Ley 675 de 2001, la convocatoria a la Asamblea debe 

hacerse con 15 días de anticipación enviada a la dirección registrada por los 
copropietarios. La convocatoria tal como está ordenada en la Ley se hizo con 

menos anticipación.  

 

 

Quorum -constatación del mismo-  

 

Es básico estar confrontando el quorum, para lo cual debe acudirse a cada uno 
de los asistentes y no por fichas que se entregan a la entrada y luego se dejan 

en poder de otras personas para la votación. ¿Cómo se puede saber así por 

cuantos copropietarios se componen el quorum en un momento dado?  

 

Tal vez por el afán de darle aplicación a los sistemas tecnológicos, se procedió 

contrariando el debido proceso, al igual que se dio aplicación a normas que para 
la fecha de la Asamblea cuya acta se consignó con el número 55 del 3 de marzo 

de 2019, no estaban vigentes. 

 

Dejo a consideración de los señores Magistrados las anteriores reflexiones con 

la solicitud de que se produzca la revocatoria de la sentencia apelada.       

 
De los Honorables Magistrados, Atentamente, 

 

 
T. P. A. No. 1.125 de C. S. de la J. 

 
 

 

 

 

 

Bogotá, D. C., 16 de febrero de 2021 



 
 
Honorable Magistrada 
NANCY ESTHER ANGULO QUIROZ 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA SALA CIVIL 
E.   S.   D. 
 
 
PROCESO DECLARATIVO DE YAMILE MONCADA Y OTRO Vs. JOSE ANTONIO 
ESPITIA ROMERO Y OTRO. 
 
No 11001310302120150070001 
 
ASUNTO INCIDENTE DE NULIDAD PROCESAL PARCIAL 
 
En mi calidad de apoderado de los demandantes y estando dentro del término 
me permito presentar incidente de nulidad procesal parcial, establecida en el 
numeral 5 del artículo 133 del C.G.P. 
 

HECHOS 
 
La primera instancia dio cumplimiento de manera parcial a lo estatuido en el 
artículo 372 C.G.P. omitiendo dar aplicación al numeral 7 de dicho precepto, 
puesto que no interrogó a las partes sobre el objeto del proceso, siendo que 
de manera perentoria reza que “el juez, oficiosamente y de manera 
obligatoria interrogará de forma exhaustiva a las partes sobre el objeto del 
proceso” (negrillas fuera de texto) 

 
CONSIDERACIONES 

 
El precepto aludido tiene el carácter de imperativo y no discrecional, lo que 
obliga al operador jurídico a su aplicación   
 
La juez de instancia agotó las ritualidades del artículo 372 del C.G.P menos la 
prevista en el numeral 7 inciso 2.  Tal ritualidad procesal fue pasada por alto 
por la juez inferior, puesto que ni a mis representados ni a los demandados 
interrogó tal y como lo impone la norma invocada, presentándose así una 
nulidad insanable, pues a aquellos les asiste el derecho de intervenir a fin que 



depongan sobre el objeto del proceso, sin que pueda incluso decirse que la 
nulidad se considera saneada por no alegarla alguna de las partes, a pesar de 
haberse continuado con el curso del proceso. 
 
Ese yerro de la instancia inferior no puede pasarse por alto, puesto que atenta 
contra el debido proceso como garantía prevista en el artículo 29 de la 
Constitución Nacional pues este principio debe aplicarse a todas las 
actuaciones judiciales. 
 
El artículo 7 del estatuto procesal impone en su inciso final que el proceso 
deberá adelantarse en la forma establecida en la ley y es así que la juez inferior 
omitió dar cumplimiento a lo establecido de manera imperativa y no 
discrecional, el de interrogar a las partes. Así lo exige la norma violada a más 
que de no hacerlo iría en contravía del artículo 228 de la norma supra legal que 
impone la prevalencia del derecho sustancial y la igualdad o equilibrio en las 
partes. 
 
La omisión  de no interrogar a las partes siendo un imperativo legal y 
constitucional no cumplió con la finalidad de garantizar el debido proceso, 
pues véase que mis poderdantes son los conocedores de primera mano sobre 
los hechos que son objeto del debate. Son ellos los más cercanos a la verdad y 
conocedores de los supuestos de hecho que invocan para que se acceda a sus 
pretensiones. Esa y no otra es la finalidad del precepto inaplicado, que el juez 
de conocimiento se acerque lo mayormente posible a la verdad y que mejor 
que sean los directamente enlazados en el debate jurídico quienes den luces 
al fallador para que su decisión sea conforme a la realidad material, pues no 
es caprichosa la voluntad del legislador al establecer que esa oportunidad de 
interrogar a las partes, a pesar de ser oficiosa la actividad del juez, la misma es 
de carácter obligatorio. 
 
Así lo dispone el artículo 6 del estatuto procesal al sostener que el juez deberá 
practicar personalmente todas las pruebas y las demás actuaciones que le 
correspondan y precisamente una de ellas es la de obligatoriamente interrogar 
a las partes sobre el objeto del proceso, acto que no ejerció generando de 
golpe una violación al debido proceso, irregularidad que por tener protección 
legal y constitucional debe corregirse.     
 



La causal invocada y fijada en el numeral 5 del artículo 133 del C.G.P refiere 
que existe nulidad cuando se omite la práctica de una prueba que de acuerdo 
con la ley sea obligatoria. Y esa obligatoriedad está plasmada en el artículo 372 
numeral 7 inciso segundo del ordenamiento adjetivo aludido. 
 
Igualmente dejo de manifiesto que la nulidad invocada no es de aquellas que 
pueda considerarse que surgió por hechos o circunstancias atribuibles al 
suscrito o a mis poderdantes, sumado a que la misma se alega de conformidad 
con al artículo 134 C.G.P.  y menos que pueda sanearse, puesto que la misma 
tiene alcance de protección constitucional.  
 

 
PRETENSIONES 

 
Respetuosamente le solicito a su Señoría se decrete la nulidad de todo lo 
actuado con posterioridad a la irregularidad invocada y se ordene llevar a cabo 
lo establecido en el inciso segundo del numeral 7 del artículo 372 del C.G.P. 

 
PRUEBAS 

 
Ruego se tengan como pruebas las actuaciones que reposan en el expediente, 
concretamente la Audiencia inicial y la Audiencia de Instrucción y juzgamiento.  
 
De la honorable magistrada, atentamente, 
 
 
JENRY RAFAEL CUARAN PAZOS 
C.C. No 79.109.537 Btá 
T.P. No 72572 C.S.J. 
Cel 3105696970 
Correo electrónico hcuaran28@hotmail.com 
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Señores 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ SALA CIVIL 
Magistrado Dr. Luis Roberto Suarez González   
E                            S.                                 D. 
  
 
 

 

JENNY ALEXANDRA JIMÉNEZ MENDIETA, mayor de edad, domiciliada en la ciudad 

de Bogotá D.C., identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.022.946.562 de 

Bogotá D.C., portadora de la tarjeta profesional de abogada No. 241.520 del 

Consejo Superior de la Judicatura, actuando calidad de CURADORA AD LITEM DE 

LOS HEREDEROS INDETERMINADOS DEL SEÑOR ALFONSO PARRA PEREZ, y 

estando dentro de la oportunidad procesal, me permito SUSTENTAR APELACIÓN 

en los siguientes términos: 

 

Solicito a la honorable sala se sirva REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado 

Cincuenta (50) Civil del Circuito, el día 9 de octubre del año 2020, por carecer de 

razones de facto y derecho. 

 

1. INDEBIDA INTERPRETACIÓN PROBATORIA   

 
 
En este punto es preciso señalar, que erradamente la Juez Ad Quo, no analizo la 

documental que obra en el expediente, informe policial de accidente de tránsito 

que obra en el cuaderno principal a folio 8 EXPEDIENTE digital.   

 

Por su parte, es necesario manifestar que, conforme al artículo 2.357 del Código 

Civil, cuando la participación del demandado no haya sido exclusiva, esto es, la 

víctima haya tenido participación en el daño, se atenúa o disminuye la 

responsabilidad del demandado y cada uno deberá asumir su autoría en el daño 

inferido.  

 

Respecto a la concurrencia de culpas la Corte Suprema de Justicia ha señalado: 

 

“(…) [E]n tratándose de la concurrencia de causas que se produce 

cuando en el origen del perjuicio confluyen el hecho ilícito del ofensor 

REF.: PROCESO VERBAL RESPONSABILIDAD CIVIL  

 DEMANDANTES: CARMENZA TORRES GUARIN Y OTROS 

 DEMANDADA: ALFONSO PARRA PEREZ Y OTROS  

 RADICADO: 
11001310302820130021201 
 

 ASUNTO: SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN 
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y el obrar reprochable de la víctima, deviene fundamental establecer 

con exactitud la injerencia de este segundo factor en la producción 

del daño, habida cuenta que una investigación de esta índole viene 

impuesta por dos principios elementales de lógica jurídica que 

dominan esta materia, a saber: que cada quien debe soportar el daño 

en la medida en que ha contribuido a provocarlo, y que nadie debe 

cargar con la responsabilidad y el perjuicio ocasionado por otro (G. J. 

Tomos LXI, pág. 60, LXXVII, pág. 699, y CLXXXVIII, pág. 186, Primer 

Semestre, (…); principios en los que se funda la llamada ‘compensación 

de culpas’, concebida por el legislador para disminuir, aminorar o 

moderar la obligación de indemnizar, en su expresión cuantitativa, 

hasta o en la medida en que el agraviado sea el propio artífice de su 

mal, compensación cuyo efecto no es otro distinto que el de ‘repartir’ 

el daño, para reducir el importe de la indemnización debida al 

demandante, ello, desde luego, sobre el supuesto de que las culpas a 

ser ‘compensadas’ tengan virtualidad jurídica semejante y, por ende, 

sean equiparables entre sí (…)” Sentencia Corte Suprema de Justicia, 

sala de casación civil, 21 de febrero de 2018. SC2107-2018. Magistrado 

Ponente Luis Armando Tolosa Villabona. (Subrayado y en negrilla 

ajenos al texto) 

 

En efecto, el señor JORGE EDILBERTO CHAVARRO MARTINEZ (q.e.p.d), conductor 

del vehículo de placas CSW-168, vehículo en el que se desplazaba el señor JOSÉ 

ISODORO ALVAREZ, al realizar una actividad peligrosa, como lo es la conducción 

de un vehículo automotor, y tener una participación decidida en la producción del 

hecho dañoso, debe asumir la responsabilidad en proporción a su culpa. 

 

Tal y como obra en el Informe Policial de Accidentes, el vehículo de placas CSW-

168 vehículo número (1) fue codificado con causal 140 (No tener precaución por 

lluvia), en tal virtud, al no estar atento a los demás actores de la vía y a la falta 

de pericia en manejo de este tipo de vehículos, lo hace responsable del accidente 

de tránsito ocurrido.  

 

Con fundamento en lo antes expuesto, no procede una responsabilidad absoluta 

para el vehículo de placas WDT-770 afiliado a la empresa TRANSPORTES RÁPIDO 

TOLIMA S.A., en virtud a que, el vehículo de placas CSW-168 se encontraba bajo el 

ejercicio de una actividad peligrosa, y a quien le impusieron codificación de 

responsabilidad por los hechos, impuesta por el agente de tránsito, en efecto, el 

conductor el vehículo de placas CSW-168, tuvo responsabilidad en el hecho, en el 

que perdió la vida el señor JOSÉ ISODORO ALVAREZ. 

 

Por lo expuesto a lo largo del presente escrito, solicitó respetuosamente a la 

honorable sala se sirva revocar el falló atacado y en consecuencia emita el fallo 

que en derecho corresponda.   
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Cordialmente, 

 

 

JENNY ALEXANDRA JIMÉNEZ MENDIETA  
C.C. No. 1.022.946.562 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 241.520 del C. S. de la J. 
 



LUZ MERY ALVIS PEDREROS 
ABOGADA ESPECIALIZADA EN DERECHO COMERCIAL, FINANCIERO, CIVIL. 

ADMINISTRATIVO Y CONSTITUCIONAL 

 

 

DIRECCIÓN: Cra. 3ª Nº 8-39 Oficina T-7 – Edificio El Escorial – Ibagué – TEL: 2788036 – CEL: 
318-6374369 – E-Mail: luzmeryalvispedreros@hotmail.com 

 
 
 

 

 

Señores 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA 
SALA CIVIL DE DECISION 
Atte. Dr. LUIS ROBERTO SUAREZ GONZALEZ 
MAGISTRADO PONENTE 
E-Mail: secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
E. S. D 
 
 
REFERENCIA:  PROCESO    ORDINARIO   DE    RESPONSABILIDAD  CIVIL  

DEMANDANTE: CARMEN TORRES GUARIN Y OTRO 
DEMANDADO: ALFONSO PARRA PEREZ Y OTRO 
RADICACION: 28-2013-0212 

 
ASUNTO: SUSTENTACION DEL RECURSO DE APELACION 

 
LUZ MERY ALVIS PEDREROS, mayor de edad, vecina de esta ciudad, 
identificada con C.C. No.65.730.491 de Ibagué, profesional del Derecho, en 
ejercicio con T.P. No. 145.152 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando 
como apoderada de la Empresa TRANSPORTES RAPIDO TOLIMA S.A, y 
reconocida mediante auto del 03 de febrero de 2021, como apoderada de los 
herederos ciertos y determinados del señor ALFONSO PARRA PEREZ (Q.E.P.D.), 
señores MARIA MIRYAM ARTEAGA DE PARRA, ALFONSO PARRA ARTEAGA y 
MARIA IDALY PARRA ARTEAGA, por medio del presente escrito, nos dirigimos 
muy respetuosamente a su despacho a fin de SUSTENTAR EL RECURSO DE 
APELACION INTERPUESTO en contra de la sentencia proferida el 01 de 
Diciembre de 2020, por parte del Juzgado cincuenta (50) Civil del circuito de la 
ciudad de Bogotá, lo cual hago en los siguientes términos: 
 

1. El fallador de primera instancia no tuvo en cuenta al momento de emitir la 
sentencia todo el material probatorio anexo al expediente, en donde no se 
determina el ingreso real del señor JOSE ISIDRO ALVAREZ (Q.E.P.D.), 
pues en el expediente se anexan varios certificados de prestación de 
servicios de mantenimiento de partes eléctricas, pero ninguno de ellos se 
establece realmente el ingreso base de cotización. 
 

2. Ahora bien en los testimonios allegados al proceso, se establece que el 
señor JOSE ISIDRO ALVAREZ (Q.E.P.D.), realizaba presuntamente varios 
trabajos de mantenimiento mecánicos, sin embargo al momento de indagar 
a su familia entre ellos a su esposa quien manifestó ser ama de casa, 
expresa que debió conseguir prestado para poder sostener a  su familia, 
entonces se cuestiona esta defensa, si el señor ALVAREZ, percibía todos 
los ingresos que se esgrimen en la demanda y desde hace mucho tiempo, 
porque su familia no conto con el beneficio pensional por cotización al 
sistema de seguridad social. 
 

3. Quiere decir lo anterior que no al parecer no existía cotización al sistema de 
seguridad social y por tanto el valor a tener en cuneta es el salario mínimo 
vigente para la fecha de los hechos. 
 

4.  De otra parte es claro que no existen pruebas que determinen los 
presuntos gastos que al parecer fueron sufragados por la señora CARMEN 
TORRES GUARIN, pues en sus declaraciones manifestó no contar con 
recursos económicos para sus hijos por ser ama de casa, entonces 
nuevamente nos interrogamos como pudo haber cancelado esos presuntos 
gastos y si los mismos fueron cubiertos por el auxilio funerario que se 
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entregan a las personas que cotizando han perdido su vida?., hecho que 
tampoco fue probado en el presente proceso. 
 

5. No se tuvo en cuenta por parte del despacho que la excepción de 
prescripción de la acción de perjuicios contra terceros, no solo fue 
interpuesta como excepción previa, sino que la misma fue interpuesta como 
excepción de fondo dentro del término para hacerlo, la cual no fue 
estudiada por el fallador de primera instancia que valga la pena aclarar que 
no fue el juzgado que conoció inicialmente del presente proceso, pues del 
Juzgado 28 civil del circuito paso al juzgado 50 civil del circuito, quien no 
hizo pronunciamiento alguno con respeto a la excepción de fondo 
interpuesta no solo por la empresa transportes rápido Tolima s.a., sino 
también por Alfonso Parra Pérez (Q.E.P.D.). 
 

6. Tampoco se tuvo en cuenta por parte del despacho lo establecido en el 
artículo 2358 del Código Civil colombiano, que establece: “Las acciones 
para la reparación del daño proveniente de delito o culpa que puedan 
ejercitarse contra los que sean punibles por el delito o la culpa, se 
prescriben dentro de los términos señalados en el Código Penal para la 
prescripción de la pena principal. 
 
Las acciones para la reparación del daño que puedan ejercitarse contra 
terceros responsables, conforme a las disposiciones de este capítulo, 
prescriben en tres años contados desde la perpetración del acto.” 
 
Por tanto, se desconoció por parte del fallador de primera instancia, que ni 
la sociedad Transportes Rápido Tolima S.A., ni el propietario del automotor, 
fuimos quienes ocasionamos el siniestro que hoy nos ocupa, y mucho 
menos se estudió que a mis mandantes los notificaron 11 años después de 
ocurrido el siniestro, lo que tampoco se estudió por parte del despacho y 
que debió hacerlo cuando resolvió las excepciones de fondo propuestas. 

 
7. Ahora bien, se demostró en el plenario la existencia de la investigación 

penal en contra del conductor del automotor, la cual fue fallada y en la cual 
se resolvieron las intervenciones de las partes civiles, por tanto, no se 
puede pretender que se reviva otro proceso cuando ya existió una decisión 
sobre los mismos hechos. 
 

8. Por otro lado honorables magistrados, no se tuvo en cuenta que al 
momento de proferir la sentencia la falladora de primera instancia le negó 
los derechos al debido proceso, contradicción y defensa a los herederos 
ciertos presuntamente vinculados al presente proceso señores MARIA 
MIRYAM ARTEAGA DE PARRA, MARIA IDALY PARRA ARTEAGA y 
ALFONSO PARRA ARTEAGA, pues ellos en su calidad de herederos del 
señor ALFONSO PARRA PEREZ (Q.E.P.D.), debieron ser llamados al 
proceso conforme el respeto por las normas procesales, en tanto que son 
terceros ajenos  y nada tienen que ver con el trámite aquí ya realizado. 
 

9. Tanta fue la violación de los derechos de los herederos, que a pesar de 
habérsele demostrado al despacho el mandato otorgado no los dejaron 
participar en la audiencia de pruebas y juzgamiento y por tanto fueron 
condenados sin poder ejercer una debida defensa técnica, ni en su nombre 
atacar la sentencia que se estaba profiriendo en contra de su señor padre y 
por consiguiente en su contra. 
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10. Nada mas violatorio de los derechos fundamentales negarles a las partes el 
poder ejercer una defensa técnica, pues si bien es cierto son herederos del 
señor ALFONSO PARRA PEREZ (Q.E.P.D.), también lo es que no fueron 
vinculados en debida forma, pues se les comunico de un proceso que no 
existe, no se les permitió ejercer su defensa técnica, pues se le negó la 
personería a su apoderada y adicional a ello se les condeno al pago de 
unos emolumentos sin que se pudieran pronunciar frente a los hechos y 
pretensiones que se les endilgaban. 
 

11. Es claro honorables magistrados que para la fecha 03 de Febrero de 2021, 
en la cual se le reconoció personería a la apoderada, ya habían emitido la 
sentencia en su contra, por tanto no resulta legal, ni procedimental que se 
condene a personas que no tuvieron la oportunidad de defenderse en el 
tramite procesal, pues son terceros ajenos al mismo y se les deben respetar 
los derechos al debido proceso, a la defensa y a la contradicción, pilares 
fundamentales de nuestro estado social de derecho y que se encuentran 
ampliamente protegidos por la Constitución Nacional. 
 

12. Tampoco se estudió la prescripción de la acción de perjuicios que los 
cobijaba, pues en defensa de su padre ALFONSO PARRA PEREZ 
(Q.E.P.D.), ya se había propuesto esta excepción de fondo y como terceros 
que les negaron la posibilidad de defenderse, debieron ser cobijados por 
este fenómeno, si tenemos en cuenta que fueron vinculados en el proceso 
en el año 2020 y el accidente ocurrió en el año 2004, es decir 16 años 
después, para que sin posibilidad de una defensa técnica sean condenados 
a unos emolumentos de los cuales ni siquiera pudieron realizar 
pronunciamiento alguno. 
 

 
De esta manera ampliamos la sustentación del recurso de apelación, realizada en 
la audiencia realizada por el fallador de primera instancia e igualmente solicitamos 
que ambas intervenciones sean tenidas en cuenta al momento de estudiar los 
recursos propuestos. 
  

NOTIFICACIONES 
 

La suscrita abogada en mi oficina ubicada en la carrera 5 número 38-33 – Piso 2 
y/o en la carrera 3 número 8-39 – Oficina T-7 del Edificio Escorial de la ciudad de 
Ibagué – Teléfono: 2648378 – Celular: 318-6374369 – E-Mail: 
luzmeryalvispedreros@hotmail.com. 
 
 
De los honorables Magistrados,  
 
Atentamente, 
 

 
 
 
______________________________ 
LUZ MERY  ALVIS PEDREROS 
CC. Nº. 65.730.491 Expedida en Ibagué 
TP. Nº. 145.152 del C.S. de la J. 
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Bogotá, D.C., 9 de febrero de 2021 

 

 

 

Señores 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ – SALA CIVIL 

Atención: Dr. Alfonso Zamudio Mora 

Magistrado Sala Civil 

E. S. D. 

 

 

 

REFERENCIA: Proceso Ordinario 

RADICACIÓN: 2010-362 

DEMANDANTE: Sandra Susana Velandia Morales y Otros 

DEMANDADO: Fundación Hospital La Misericordia y Otros 

ASUNTO:   Recurso de Apelación 

 

  

 

GUSTAVO QUINTERO NAVAS, en ejercicio del poder que me fue conferido por 

los señores SANDRA SUSANA VELANDIA MORALES, GREGORY ANDRÉS 

ROJAS ACEVEDO, JOSÉ VICENTE ROJAS AGUILAR, MARÍA DEL 

CARMEN ACEVEDO DE ROJAS, ANGÉLICA ROCIO ROJAS ACEVEDO, 

MIGUEL ÁNGEL MORA MARIÑO, SONIA LILIANA ROJAS ACEVEDO, 

demandantes dentro del asunto de la referencia, me dirijo a Usted, de la manera más 

respetuosa, con el fin de SUSTENTAR EL RECURSO DE APELACIÓN en contra 

del fallo de primera instancia, de fecha 9 de marzo de 2020 proferido por el Juzgado 47 

Civil del Circuito de Bogotá.  

 

En ese sentido, en el presente documento se abordarán y desarrollarán los siguientes 

puntos:  

 

I. Oportunidad.  

II. De lo pretendido con la demanda. 

III. La sentencia objeto del recurso de apelación. 

IV. Reparos a la sentencia de primera instancia, que se concretan en los siguientes 

puntos: a) Sí existe responsabilidad de la Congregación Hermanas de la Caridad de 

la Santísima Virgen, Provincia de Bogotá – Clínica Palermo – en el deceso del 

menor ANDRÉS FELIPE ROJAS VELANDIA. b) Indebida cuantificación de los 

perjuicios morales concedidos a los señores GREGORY ANDRÉS ROJAS 

ACEVEDO y SANDRA SUSANA VELANDIA MORALES. c) Indebida 

cuantificación de los perjuicios por concepto de daño a la vida en relación 

concedido a los señores GREGORY ANDRÉS ROJAS ACEVEDO y SANDRA 
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SUSANA VELANDIA MORALES. d) Indebida cuantificación de los perjuicios 

morales concedidos a los señores.  

V. Solicitud. 

 

I. OPORTUNIDAD 

 

A través de Auto del 3 de febrero de 2021 el Despacho admitió el recurso de apelación y 

ordenó correr traslado para sustentar el recurso por el término de cinco (5) días. La 

providencia fue notificada por estado de la misma fecha. Esto quiere decir que el término 

concedido inició el día 04 de febrero de 2021 y culmina el 10 de febrero de 2021. Por 

tanto, el presente escrito se radica en tiempo. 

 

II. LO PRETENDIDO EN LA DEMANDA 

  

En ejercicio de la acción de responsabilidad civil extracontractual, el suscrito, en 

representación de mis poderdantes, impetró demanda ordinaria de mayor cuantía en 

contra de la Fundación Hospital La Misericordia, la Clínica Palermo y Cafesalud Medicina 

Prepagada, a efectos de obtener la declaratoria de responsabilidad y la respectiva 

indemnización de perjuicios a la que tenían derecho por la muerte del menor ANDRÉS 

FELIPE ROJAS VELANDIA acaecida en las instalaciones de la Fundación Hospital La 

Misericordia el día 4 de marzo de 2007, producto de un choque séptico, generado por la 

bacteria klebsiella neumoniae, adquirida en esta institución hospitalaria.  

 

En virtud del daño causado a mis poderdantes, en el escrito de demanda se solicitó las 

siguientes declaraciones y condenas: 

 

“PRIMERA. - Que se declare civil y solidariamente responsables a los 

demandados por los perjuicios causados a los demandantes, luego de la 

muerte del menor ANDRÉS FELIPE ROJAS VELANDIA en las 

instalaciones del HOSPITAL DE LA MISERICORDIA. 

 

SEGUNDA. - Que, como consecuencia de la declaración anterior, se 

condene a pagar a los demandados y a favor de los demandantes, por 

concepto de DAÑO EMERGENTE, de la manera en que aparecerá 

especificada en el punto destinado a la ‘Estimación de la cuantía’, los 

perjuicios causados con la muerte del menor ANDRÉS FELIPE ROJAS 

VELANDIA. En todo caso, se deberán tener en cuenta intereses legales y 

de mora, y la correspondiente indexación. 

 

TERCERA. - Que, como consecuencia de las declaraciones anteriores, se 

condene a los demandados, a pagar a cada uno de mis clientes equivalente 

en pesos colombianos, al momento de ejecutoriarse la sentencia 

condenatoria, según cotización del Banco de la República, de por lo menos 

DOSCIENTOS (200) SMMLV, sin perjuicio de un mayor valor que resulte 

de la aplicación de reglas de equidad, de la ley o de la jurisprudencia, para 
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la época de la sentencia, por los PERJUICIOS MORALES sufridos con la 

muerte del menor ANDRÉS FELIPE ROJAS VELANDIA.  

 

CUARTA. - Que, igualmente, como consecuencia de las declaraciones 

anteriores, se condene a los demandados, a pagar a cada uno de mis 

poderdantes el equivalente de DOSCIENTOS (200) SMMLV al momento 

de realizarse efectivamente el pago, sin perjuicio de un mayor valor que 

resulte de la aplicación de reglas de equidad, de la ley o de la jurisprudencia, 

para la época de la sentencia, por el DAÑO EN LA RELACIÓN DE 

VIDA sufrido con la muerte ANDRES FELIPE ROJAS VELANDIA. 

 

QUINTA. - Que, en virtud de esta demanda, se condene a los 

demandados a pagar las costas que genere el presente proceso. 

 

SEXTA. - El monto de las indemnizaciones deberá ser actualizados al 

ejecutoriarse la sentencia, según la variación porcentual del Índice de 

Precios al Consumidor – IPC, para compensar la pérdida del valor 

adquisitivo de la moneda, además de la aplicación de la fórmula de 

matemáticas financieras aceptada por la H. Corte Suprema de Justicia, 

teniendo en cuenta la indemnización debida o consolidada y la futura.  

 

SÉPTIMA. - Se condene a los demandados, a pagar los intereses 

bancarios vigentes desde la ejecutoria de la sentencia por los primeros seis 

(6) meses, y en los doce (12) meses restantes el doble de los intereses 

bancarios, a título de moratorios. 

 

OCTAVO. - Se declare que los demandados deben pagar a favor de los 

demandantes, la suma equivalente al 30 % del total de las condenas 

impuestas, por conceptos de honorarios de abogado.” 

 

En consonancia con lo pretendido, cada uno de los perjuicios se estimaron en los 

siguientes valores para cada uno de mis poderdantes:  

 

PERJUICIO MORAL 

 

Padre 

GREGORY ANDRÉS ROJAS ACEVEDO 
$ 103.000.000.00 

Madre 

SANDRA SUSANA VELANDIA MORALES 
$ 103.000.000.00 

Hermana 

MARÍA PAULA ROJAS VELANDIA 
$ 103.000.000.00 

Abuelo 

JOSÉ VICENTE ROJAS AGUILAR 
$ 103.000.000.00 

Abuela $ 103.000.000.00 
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MARÍA DEL CARMEN ACEVEDO DE ROJAS 

Tía 

ANGÉLICA ROCIO ROJAS ACEVEDO 
$ 103.000.000.00 

Tío 

MIGUEL ANGEL MORA MARIÑO 
$ 103.000.000.00 

Tía 

SONIA LILIANA ROJAS ACEVEDO 
$ 103.000.000.00 

Primo 

LEONARDO ROJAS ACEVEDO 
$ 103.000.000.00 

 

DAÑO EN LA RELACIÓN DE VIDA O ALTERACIONES EN LAS CONDICIONES DE 

EXISTENCIA: 

 

Padre 

GREGORY ANDRÉS ROJAS ACEVEDO 
$ 103.000.000.00 

Madre 

SANDRA SUSANA VELANDIA MORALES 
$ 103.000.000.00 

Hermana 

MARÍA PAULA ROJAS VELANDIA 
$ 103.000.000.00 

Abuelo 

JOSÉ VICENTE ROJAS AGUILAR 
$ 103.000.000.00 

Abuela 

MARÍA DEL CARMEN ACEVEDO DE ROJAS 
$ 103.000.000.00 

Tía 

ANGÉLICA ROCIO ROJAS ACEVEDO 
$ 103.000.000.00 

Tío 

MIGUEL ANGEL MORA MARIÑO 
$ 103.000.000.00 

Tía 

SONIA LILIANA ROJAS ACEVEDO 
$ 103.000.000.00 

Primo 

LEONARDO ROJAS ACEVEDO 
$ 103.000.000.00 

 

 

III. LA SENTENCIA OBJETO DEL RECURSO DE APELACIÓN 

 

Una vez agotadas las etapas del proceso, la Juez Cuarenta y Siete Civil del Circuito de 

Bogotá profirió sentencia de primera instancia el día 9 de marzo de 2020. Sobre la 

responsabilidad de la Clínica Palermo sostuvo que no podía predicarse, por cuanto la 

aparición de bridas era una consecuencia normal del procedimiento realizado, así: 

 

“… el suceso padecido por Andrés Felipe Rojas Velandia se debió a 

la materialización de un riesgo totalmente previsible en este tipo de 

cirugías ‘apendicectomía’ que trascendió inicialmente los alcances de los 

médicos que concurrieron a atender su caso tómese en cuenta que según 
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el criterio profesional de los especialistas que comparecieron a la Litis, un 

evento como las bridas se puede presentar en cualquier momento en el 

paciente, antes, durante la cirugía de apéndice, no siendo recibo que se 

aduzca que la complicación que sufrió el paciente en la segunda 

especialización se produjo con respecto a la recepción del intestino. 

 

… 

 

En efecto, como se demostró las bridas son un riesgo en este tipo de 

pacientes ante la manipulación de órganos dentro de la cavidad 

abdominal hecho que requirió se practicara la segunda 

intervención.” (Resaltado fuera de texto) 

 

En cuanto a la tasación de los perjuicios extrapatrimoniales, el ad quo manifestó lo 

siguiente: 

 

“Con base en lo anterior, se tasará para cada uno de los padres del 

menor, la suma equivalente, a cincuenta salarios mínimos legales 

mensuales vigentes. 

 

… 

 

6.2 En cuanto a los perjuicios solicitados por los demandantes José Vicente 

Rojas Aguilar, María del Carmen Acevedo de Rojas, Angélica Rocío Rojas 

Acevedo, Miguel Ángel Mora Mariño, Sonia Liliana Rojas Acevedo y 

Leonardo Rojas Acevedo, en calidad de abuelos, tíos, y sobrinas del 

paciente respectivamente, acudiendo al arbitriu judicis, bajo la perspectiva 

del sentimiento de tristeza que los mismos debieron experimentar por el 

fallecimiento de su familiar, tasará los perjuicios, en dos salarios mínimos 

mensuales vigentes para cada familiar.  

 

… 

 

Así las cosas, estando demostrada la existencia del perjuicio 

extrapatrimonial en la vida exterior sufrido por la víctima, y como quiera 

que en todos los casos de daño extrapatrimonial, el valor de la 

indemnización debe ser tasado por el juez, conforme a su prudente juicio, 

esta instancia fija en la suma de cincuenta salarios mínimos legales 

mensuales vigentes, a cada uno, la especie de perjuicio a los señores padres 

del menor.” (Resaltado fuera de texto) 

 

Finalmente, resolvió, entre otros aspectos, los siguientes: 

 

“PRIMERO: DENEGAR las pretensiones en contra de la demandada 

Clínica Palermo y por ende, de su llamado en garantía Liberty Seguros, en 
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consecuencia, se declaran probadas las excepciones por ellas propuestas, 

conforme a lo expuesto en esta decisión. 

 

SEGUNDO: DECLARAR civilmente responsables al HOSPITAL DE 

LA MISERICORDIA, CAFESALUD MEDICINA PREPAGADA, hoy 

MEDPLUS MEDICINA PREPAGADA, por las fallas en la prestación 

del servicio médico prestado al menor ANDRES FELIPE ROJAS 

VELANDIA, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta 

decisión.  

 

TERCERO: CONDENAR al HOSPITAL DE LA MISERICORDIA, 

CAFESALUD MEDICINA PREPAGADA, hoy MEDPLUS 

MEDICINA PREPAGADA, a pagar dentro de los diez (10) días 

siguientes a la ejecutoria de esta providencia, a favor de los demandantes 

SANDRA SUSANA VELANDIA MORAES y GREGORY ANDRES 

ROJAS ACEVEDO, como padres del menor, la suma de cincuenta 

salarios mínimos legales mensuales vigentes, a cada uno, por concepto de 

perjuicios morales.  

 

CUARTO: CONDENAR al HOSPITAL DE LA MISERICORDIA, 

CAFESALUD MEDICINA PREPAGADA, hoy MEDPLUS 

MEDICINA PREPAGADA, a pagar dentro de los diez (10) días 

siguientes a la ejecutoria de esta providencia, a favor de los demandantes 

SANDRA SUSANA VELANDIA MORALES, como padres del menor, 

de la suma de cincuenta salarios mínimos legales mensuales vigentes, a cada 

uno, por concepto de daño a la vida de relación. 

 

QUINTO: CONDENAR al HOSPITAL DE LA MISERICORDIA, 

CAFESALUD MEDICINA PREPAGADA, hoy MEDPLUS 

MEDICINA PREPAGADA, a pagar dentro de los diez (10) días 

siguientes a la ejecutoria de esta providencia, a favor de los demandantes 

José Vicente Rojas Aguilar, María del Carmen Acevedo de Rojas, Angélica 

Rocío Rojas Acevedo, Miguel Ángel Mora Mariño, Sonia Liliana Rojas 

Acevedo y Leonardo Rojas Acevedo, en calidad de abuelos, tíos, y sobrinas 

del paciente respectivamente, la suma de dos salarios mínimos legales 

mensuales vigentes, a cada uno, por concepto de perjuicios morales.” 

 

A pesar de lo considerado por el fallador de primera instancia, el suscrito, con 

fundamento en las pruebas, considera: i) Que en el proceso se logró demostrar la culpa 

de la CLÍNICA PALERMO en la causación del daño a mis poderdantes, esto es, la 

muerte del menor ANDRÉS FELIPE ROJAS VELANDIA, de ahí que su exoneración 

no tenga sustento legal. ii) Que el valor de perjuicios morales – 50 SMLMV - concedidos 

a los señores GREGORY ANDRÉS ROJAS ACEVEDO y SANDRA SUSANA 

VELANDIA, no es proporcional al dolor al que fueron sometidos al perder a su hijo 

ANDRÉS FELIPE ROJAS VELANDIA, producto de las actuaciones de las 
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instituciones de salud demandadas. iii) Que el valor de perjuicios por concepto de daño 

a la vida de relación – 50 SMLMV - concedidos a los señores GREGORY ANDRÉS 

ROJAS ACEVEDO y SANDRA SUSANA VELANDIA, no es proporcional al dolor 

de continuar sus vidas sin la presencia de su hijo ANDRÉS FELIPE ROJAS 

VELANDIA, producto de las actuaciones de las instituciones de salud demandadas. iv) 

Que el valor de los perjuicios morales – 2 SMLMV -concedidos a los señores José Vicente 

Rojas Aguilar, María del Carmen Acevedo de Rojas, Angélica Rocío Rojas Acevedo, 

Miguel Ángel Mora Mariño, Sonia Liliana Rojas Acevedo y Leonardo Rojas Acevedo no 

es proporcional al dolor y sufrimiento que les generó el deceso del menor. v) Que el caso 

objeto de estudio procedía el reconocimiento de los perjuicios materiales – daño 

emergente futuro solicitados en la demanda por cumplirse con los supuestos legales y 

jurisprudenciales.  

 

Así las cosas, en seguida procederé a exponer cada uno de los argumentos por los que el 

Tribunal estaría llamado a reformar el fallo de primera instancia y, en su lugar, conceder 

la totalidad de los perjuicios solicitados en el escrito de demanda. 

 

IV. REPAROS A LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

En seguida, se expondrán los reproches o reparos parciales al fallo de primera instancia 

del 9 de marzo de 2020, y las razones por las que el Tribunal Superior de Bogotá – Sala 

Civil debe conceder la totalidad de las pretensiones.  

 

a) Sí existe responsabilidad de la Congregación Hermanas de la Caridad de la 

Santísima Virgen, Provincia de Bogotá – Clínica Palermo – en el deceso del 

menor ANDRÉS FELIPE ROJAS VELANDIA. 

 

En el fallo de primera instancia del 9 de marzo de 2020, la Juez 46 concluyó que a la 

Clínica Palermo no le asistía responsabilidad en el deceso del menor ANDRÉS FELIPE 

ROJAS VELANDIA, aduciendo que no existía nexo de causalidad, pues no podía 

asociarse su muerte – que se produjo por una bacteria que adquirió en la Fundación 

Hospital La Misericordia – con el procedimiento quirúrgico inicial realizado en la Clínica 

Palermo. No obstante, el ad quo omitió aplicar la figura de la “causalidad adecuada”, a 

pesar de darse los presupuestos de la referida teoría en el caso objeto de estudio. 

 

Sobre la “causalidad adecuada”, el Consejo de Estado en su jurisprudencia ha sostenido 

que: 

 

“…aceptada la dificultad que suele presentarse en la demostración directa 

de la causalidad en materia médica, puede probarse indirectamente –

indiciariamente-…”1  

 

 
1 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 7 de octubre de 1999, expediente 12.655 
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“Siempre se ha dicho que para que pueda ser declarada la responsabilidad 

patrimonial constituye condición necesaria para la certeza sobre la 

existencia del nexo causal. Aun cuando en lógica formal la idea de 

probabilidad parezca oponerse a la idea de certeza, oportuno resulta 

destacar que ello no es así en derecho de daños, porque la 

causalidad de que trata es la adecuada y por lo mismo la 

probabilidad, si es alta, lleva la certeza al juzgador acerca del nexo 

causal y, por consiguiente, abre paso a la condena si además hay prueba 

tanto de la falla como del daño con los que conecta. 

 

Ello no es exótico, sino apenas es el modo en que la llamada causalidad 

adecuada llega hasta sus más lejanas fronteras, en todo caso, sin 

invadir el mundo de la especulación”2 (Resaltado fuera de texto) 

 

Por su parte, la Corte Suprema de Justicia, respecto a la teoría de la causalidad adecuada 

en sentencia del 24 de agosto de 2016, sostuvo que debía entenderse como una causa 

jurídica, y no simplemente como un nexo de causalidad, así: 

 

“La imputación, por tanto, parte de un objeto del mundo material o de 

una situación dada pero no se agota en tales hechos, sino que se configura 

al momento de juzgar: el hecho jurídico que da origen a la responsabilidad 

extracontractual sólo adquiere tal estatus en el momento de hacer la 

atribución. El imputante, al aislar una acción entre el flujo causal de los 

fenómenos, la valora, le imprime sentido con base en sus preconcepciones 

jurídicas, y esa valoración es lo que le permite seleccionar un hecho 

relevante según el sistema normativo para efectos de cargarlo a un agente 

como suyo y no a otra causa. 

 

Esta causalidad adecuada –explica KARL LARENZ– «expresa cuál 

es la necesaria delimitación de las consecuencias imputables, 

aunque bajo el falso ropaje de una “teoría de la causalidad”. (…) El efecto 

más lejano de cierta acción es únicamente “adecuado” cuando esta 

acción ha sido apropiada para la producción del resultado obtenido 

en circunstancias normales y no sólo en circunstancias 

especialmente peculiares completamente inverosímiles que han de 

quedar fuera de toda consideración según el curso normal de las 

cosas. (…) Al responsable del hecho solamente le pueden ser imputadas 

y tenidas en cuenta en la determinación del daño aquellas consecuencias 

“adecuadas” al hecho generador de la responsabilidad». (Derecho de 

obligaciones. Tomo I. Madrid: Editorial Revista de Derecho Privado, 

1958. p. 200) 

 

 Por tal razón, la causalidad adecuada que ha sido adoptada por 

 
2 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 22 de marzo de 2001. Exp. 13.284. 
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nuestra jurisprudencia como explicación para la atribución de un daño a la 

conducta de un agente, debe ser entendida en términos de ‘causa jurídica’ 

o imputación, y no simplemente como un nexo de causalidad natural. 

(HANS KELSEN, Teoría Pura del Derecho. México: Porrúa, 2009. p. 90) 

 

La ‘causa jurídica’ o imputación es el razonamiento por medio del 

cual se atribuye el resultado dañoso a un agente a partir de un marco de 

sentido jurídico. Mediante la imputación del hecho se elabora un juicio que 

permite considerar a alguien como artífice de una acción (u omisión), sin 

hacer aún ningún juicio de reproche. «A través de un acto semejante se 

considera al agente como autor del efecto, y éste, junto con la acción 

misma, pueden imputársele, cuando se conoce previamente la ley en 

virtud de la cual pesa sobre ellos una obligación». (IMMANUEL KANT, 

Op. cit. p. 30)”3 (Resaltado fuera de texto) 

 

Así, de la jurisprudencia traída a colación, se extrae que la aplicación de la figura de 

“causalidad adecuada” implica la realización de un análisis de los efectos lejanos de las 

acciones en la producción de los resultados. Es decir, estudiar si la consecuencia de una 

acción distante es pertinente o apropiada para la producción del resultado.  

 

A pesar de lo anterior, en el presente caso, el ad quo omitió realizar el estudio de causas 

referido. Al respecto, si bien es cierto que la muerte del menor ANDRÉS FELIPE 

ROJAS VELANDIA obedeció al choque séptico generado por la adquisición de la 

bacteria intrahospitalaria klepsiella pneumoniae en la Fundación Hospital la Misericordia, 

también es innegable que esto se produjo por la mayor cantidad de bridas como 

consecuencia de la intervención por diagnóstico tardío de peritonitis. Sin embargo, es 

necesario retrotraerse a los hechos previos que generaron la internación del menor en 

dicha institución hospitalaria en donde ocurrió el desenlace de su vida.  

 

En línea de lo manifestado, el menor ROJAS VELANDIA ingresó a la Fundación 

Hospital la Misericordia con un cuadro de obstrucción intestinal, producido por bridas 

intestinales como consecuencia de la cirugía a la que había sido sometido meses atrás en 

la CLÍNICA PALERMO. Así, la responsabilidad endilgada a dicha institución médica 

está sustentada en la directa incidencia que tuvo el procedimiento quirúrgico realizado 

allí al menor ANDRÉS FELIPE ROJAS VELANDIA, sobre su condición médica al 

momento de ingresar a la Fundación Hospital La Misericordia donde ocurrió su muerte. 

 

Lo anterior, por cuanto durante su estadía en dicha institución se presentó un retraso en 

la prestación del servicio médico. Así las cosas, es evidente que a la fecha de su ingreso, 

el menor Andrés Felipe padecía de una enfermedad cuyo tratamiento era la intervención 

quirúrgica, con el agregado que en este tipo de afección es fundamental, tanto el 

diagnóstico a tiempo como el tratamiento oportuno, toda vez que de lo contrario se 

 
3 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 24 de agosto de 2016. Radicado Nro. 2005-00174-
01. M.P. Ariel Salazar Ramírez. 
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tornaba en una peritonitis, como lo menciona el autor HR Echevarría Abad en su obra 

“Urgencia Quirúrgica” en el capítulo de “Apendicitis Aguda” 

 

“En general el tiempo necesario para transformar una apendicitis 

aguda en una peritonitis se situa entre 36 y 48 horas desde la aparición 

de los síntomas” 

 

Resulta de gran importancia la cita, teniendo en cuenta que se trata del tiempo desde la 

aparición de los síntomas, y en el caso en cuestión, el menor padecía de los mismos desde 

por lo menos 3 días antes, por lo cual ya había acudido antes a valoración, como consta 

en el resumen de la historia clínica, de ahí que la acción inmediata era proceder a realizar 

un diagnóstico profundo y oportuno, para no retardar en la operación buscando evitar la 

complicación y transformación de la apendicitis en una peritonitis. 

 

Es diciente de la negligencia de la Clínica Palermo, el que a pesar de persistir los síntomas 

en el menor, solamente cuando hubo transcurrido más de cinco horas después del 

diagnóstico se realizó el procedimiento quirúrgico. Así lo afirmó la madre del menor 

SUSANA VELANDIA en la diligencia de testimonio y que reposa en folio 1037.  

 

En ese sentido, el retraso en la atención generó la PERITONITIS GENERALIZADA, por la 

que, según las notas quirúrgicas, se debió realizar la cirugía de apendicetomía y drenaje 

de peritonitis generalizada. Es importante precisar que, el drenaje que debieron realizarle 

a Andrés Felipe, y la manipulación excesiva de los diferentes tejidos producto del lavado 

por la peritonitis, indudablemente tuvo consecuencias en la necrosis de una parte del 

intestino, puesto que dicho procedimiento hizo que surgieran en mayor medida las bridas 

intestinales, que causaron posteriormente el evento narrado. 

 

De igual forma, se tiene que la institución de salud es responsable en la medida en que su 

conducta letárgica en la valoración e intervención en el paciente Andrés Felipe, 

provocaron, no solo la complicación de la enfermedad, esto es, de una apendicitis a una 

peritonitis, sino que además generaron los padecimientos intestinales que llevaron al 

menor a acudir nuevamente a la clínica y por remisión de aquella a la Fundación Hospital 

la Misericordia donde falleció. 

 

Pero estos hechos – obstrucción intestinal, falla sistémica por el contagio de la bacteria 

intrahospitalaria – se produjo el temprano deceso del menor, lo que no hubiera ocurrido 

si la Clínica Palermo hubiera prestado una atención oportuna, pues no hubiese sido 

necesario realizar un procedimiento tan invasivo para atacar la peritonitis, cirugía que por 

la alta manipulación del intestino, generó con posteridad múltiples bridas y produjo la 

obstrucción intestinal por la que tuvo que acudir al Hospital la Misericordia, lugar donde 

adquirió la bacteria por la que finalmente murió. 

  

Al respecto el Dr. FABIÁN RICARDO GUEVARA manifestó en testimonio contenido 

en folio 837 que, la necrosis de una parte del intestino tuvo como causa o génesis la 

existencia de bridas. 



      www.qnabogados.com 

 

 

11 

 

Por su parte el médico pediatra PABLO ELIÉCER LUENGAS PÉREZ en su 

testimonio - folio 825 - que las bridas eran producto de la cirugía previa de apendicetomía. 

Por otro lado, folio 826, el mismo médico manifestó que  

 

“la formación de las bridas intestinales se producen como una 

reacción del organismo luego de cualquier cirugía, si está claro que 

la manipulación de los órganos abdominales debe ser 

extremadamente cuidadosa, entonces la experticia del cirujano 

puede tener incidencia en la mayor o menor posibilidad de tener 

bridas, pero siempre cualquier cirugía abdominal lleva a la 

formación de bridas o cicatrices, la experticia se refiere al trato de 

los tejidos del paciente de la mejor forma posible por parte del 

cirujano, pues entre más manipulación haya de los intestinos la 

presencia de las bridas puede ser mayor en cantidad y calidad e 

intensidad” (Resaltado fuera de texto) 

 

En el mismo sentido, en dictamen pericial (folios 1400ss.) el Dr. RAFAEL ENRIQUE 

GARCÍA GUTIERREZ manifestó lo siguiente: 

 

“La formación de las adherencias postquirúrgicas se desarrolla por varios 

factores como son: la manipulación intestinal y los cambios de 

posición de las asas intestinales, el trauma que general elementos 

quirúrgicos, la utilización de suturas, el uso de elementos de 

limpieza como son las compresas, el talco de los guantes, la 

presencia de fluidos en la cavidad peritoneal como es el caso de la 

peritonitis.” (Resaltado fuera de texto) 

 

De lo anterior se concluye, que la falta de oportunidad en la atención del menor en la 

Clínica Palermo condujo que la apendicitis desembocara en peritonitis, causa última que 

condujo a la mayor formación de bridas, que posteriormente desembocó en la 

obstrucción intestinal que, para ser tratada, los médicos de la Fundación Hospital la 

Misericordia realizaron una apertura de la zona abdominal por la que contrajo la bacteria 

que precipitó su deceso. 

 

Esta última conclusión se confirma por lo consignado en el dictamen pericial en el 

siguiente sentido: “La causa de la obstrucción abdominal que presentó el menor Andrés Felipe Rojas 

Velandia fue la formación de bridas postoperatorias las cuales posiblemente fueron desarrolladas a partir 

de la apendicetomía”, que la formación de bridas fue producto del procedimiento quirúrgico 

realizado en dicho centro médico, evento que indudablemente tiene íntima relación con 

la obstrucción, que propició la apertura de la zona abdominal por donde contrajo la 

infección - al estar expuesto en la UCIP – que propició la muerte del menor. 

 

Por otro lado, en testimonio del Dr. IVÁN DARIO MOLINA, Cirujano Pediatra, 

manifestó en su testimonio:  



      www.qnabogados.com 

 

 

12 

 

“…un paciente con peritonitis generalidad por cualquier causa tienen más 

riesgo de desarrollar bridas o adherencias intestinales a un paciente que se 

lleva a una cirugía abdominal sin infección intrabdominal”.  

 

Lo anterior significa que, si en la Clínica Palermo hubieran brindado una atención 

oportuna, no se hubiera aumentado el riesgo de formación de bridas, como ocurrió en el 

presente caso, ni hubiera sido necesaria la intervención posterior que produjo el contagio 

de la bacteria que ocasionó el deceso del menor. Así, la actuación de la Clínica Palermo 

no se constituye en una acción lejana, sin relación con los hechos, pues de conformidad 

con lo expuesto, fue determinante para la producción del resultado. De ahí que también 

deba ser declarada responsable.  

 

 

b) Indebida cuantificación tanto de los perjuicios morales, como del daño a la 

vida de relación concedidos a los señores GREGORY ANDRÉS ROJAS 

ACEVEDO y SANDRA SUSANA VELANDÍA.  

 

En la sentencia impugnada parcialmente, la juez condenó a la FUNDACIÓN 

HOSPITAL LA MISERICORDIA y a CAFESALUD MEDICINA PREPAGADA a 

pagar a cada uno de los padres del menor ANDRÉS FELIPE ROJAS VELANDIA, por 

su muerte, la suma de 50 SMLMV, sin que dicha cuantificación del perjuicio moral sea 

proporcional al dolor y sufrimiento al que han sido sometidos. 

 

El perjuicio moral, ha sostenido la Corte Suprema de Justicia que, hace parte de la esfera 

íntima o fuero psicológico del damnificado4, por lo que su demostración no es susceptible 

de pruebas científicas o técnicas. Por consiguiente, su concesión queda a la razonabilidad 

del juez, para lo que, según la jurisprudencia, debe acudir a la valoración de referentes 

objetivos como “las características del daño y su gravedad e intensidad en la persona que lo padece”5. 

De igual forma, en otra providencia, la Corte Suprema de Justicia ha sostenido que para 

cuantificar el valor de los perjuicios morales debe tenerse en cuenta, además de las 

orientaciones jurisprudenciales, “las circunstancias personales de la víctima; su grado de parentesco 

con los demandantes; la cercanía que había entre ellos; y la forma siniestra en que tuvo lugar el deceso”6 

 

En ese sentido, en el asunto objeto de estudio se presentan las siguientes características: 

 

- Característica del daño: Muerte del menor ANDRÉS FELIPE ROJAS 

VELANDIA,  

- Gravedad e intensidad en la persona que lo padece: El menor ROJAS 

VELANDIA era el hijo de los señores SANDRA SUSANA VELANDIA 

MORALES y GREGORY ANDRÉS ROJAS ACEVEDO. 

 
4 Ibidem 
5 Ibidem 
6 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 9 de julio de 2012, exp. 2002-00101. M.P. Ariel 
Salazar Ramírez. 
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En consecuencia, se presume que la muerte del menor generó en sus padres un gran 

dolor, angustia, aflicción y desasosiego en grado sumo, pues ello es lo que muestra la 

experiencia en condiciones normales. Por consiguiente, el valor de los perjuicios 

concedidos a mis poderdantes – SANDRA SUSANA VELANDIA MORALES y 

GREGORY ANDRÉS ROJAS ACEVEDO –, esto es, 50 SMLMV para cada uno, NO 

es proporcional a la gravedad e intensidad del dolor que sufrieron y sufren mis 

poderdantes al perder a su hijo. De ahí que, se reitere la pretensión inicial de los perjuicios 

morales solicitados por valor de 200 SMLMV o en su defecto por el máximo que ha 

conferido la Corte Suprema de Justicia por perjuicios morales, esto es, sesenta millones 

de pesos ($60.000.000). 

 

Ahora, en cuanto al daño en la relación de vida, es importante traer a colación lo 

sostenido por la Corte Suprema de Justicia en su jurisprudencia sobre tal categoría de 

perjuicio: 

 

“(…) a diferencia del daño moral, que corresponde a la órbita subjetiva, 

íntima o interna del individuo, el daño a la vida de relación constituye una 

afectación a la esfera exterior de la persona, que puede verse alterada, 

en mayor o menor grado, a causa de una lesión infligida a los bienes de la 

personalidad o a otro tipo de intereses jurídicos, en desmedro de lo que la 

Corte en su momento denominó “actividad social no patrimonial” (…) 

Dicho con otras palabras, esta especie de perjuicio puede evidenciarse 

en la disminución o deterioro de la calidad de vida de la víctima, en 

la pérdida o dificultad de establecer contacto o relacionarse con las 

personas y cosas, en orden a disfrutar de una existencia corriente, 

como también en la privación que padece el afectado para desplegar 

las más elementales conductas que en forma cotidiana o habitual 

marcan su realidad. Podría decirse que quien sufre un daño a la vida de 

relación se ve forzado a llevar una existencia en condiciones más 

complicadas o exigentes que los demás, como quiera que debe 

enfrentar circunstancias y barreras anormales, a causa de las cuales 

hasta lo más simple se puede tornar difícil. Por lo mismo, recalca la 

Corte, la calidad de vida se ve reducida, al paso que las posibilidades, 

opciones, proyectos y aspiraciones desaparecen definitivamente o su nivel 

de dificultad aumenta considerablemente. Es así como de un momento a 

otro la víctima encontrará injustificadamente en su camino obstáculos, 

preocupaciones y vicisitudes que antes no tenía, lo que cierra o entorpece 

su acceso a la cultura, al placer, a la comunicación, al entretenimiento, a la 

ciencia, al desarrollo y, en fin, a todo lo que supone una existencia normal, 

con las correlativas insatisfacciones, frustraciones y profundo malestar.”7 

 

 
7 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 15 de agosto de 2017. Radicado Nro. 2008-000497-
01. M.P. Ariel Sánchez Ramírez. 
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De acuerdo con la jurisprudencia examinada, el daño en la vida de relación se manifiesta 

en la esfera exterior de quien sufre el perjuicio, esto es, en las relaciones interpersonales 

y su forma de enfrentar el mundo exterior después de ocurrido el daño. En esa línea, al 

interior proceso se demostró, a través de los interrogatorios, que sus vidas exteriores se 

vieron deterioradas, hasta el punto de que algunos debieron suspender actividades 

cotidianas que desarrollaban con anterioridad a la muerte del menor. De ahí que, deba 

incrementarse el valor de su reconocimiento.  

 

c) Indebida cuantificación de los perjuicios morales reclamados para los señores 

JOSÉ VICENTE ROJAS AGUILAR, MARÍA DEL CARMEN ACEVEDO 

DE ROJAS, ANGÉLICA ROCIO ROJAS ACEVEDO, MIGUEL ÁNGEL 

MORA MARIÑO, SONIA LILIANA ROJAS ACEVEDO Y LEONARDO 

ROJAS. 

 

Sobre la procedencia de perjuicios morales, las diferentes cortes han referido que es 

posible presumirlos para el caso de familiares más cercanos, “dada la naturaleza misma 

afincada en el amor, la solidaridad y el afecto que es inherente al común de las relaciones familiares”. De 

igual forma, la Corte Constitucional8 ha considerado que dicho criterio está decantado 

por las Altas Cortes, y por tanto debe ser aplicado por los jueces, pues constituye 

precedente jurisprudencial. 

 

Por su parte, el Consejo de Estado ha sostenido sobre esta categoría de perjuicios lo 

siguiente:  

 

6.4. La comentada presunción se basa en las “reglas de la experiencia” que 

permiten presumir “que el sufrimiento de un pariente cercano causa 

un profundo dolor y angustia en quienes conforman su núcleo 

familiar, en atención a las relaciones de cercanía, solidaridad y 

afecto, además de la importancia que dentro del desarrollo de la 

personalidad del individuo tiene la familia como núcleo básico de la 

sociedad”. En este sentido se ha señalado que “es lo corriente que los 

padres, los hijos y los hermanos se amen entre sí, y por lo tanto, que sufran 

los unos con la desaparición de los otros”. 6.5. En este orden de ideas, el 

parentesco “puede constituir indicio suficiente de la existencia, entre 

los miembros de una misma familia, de una relación de afecto 

profunda y, por lo tanto, del sufrimiento intenso que experimentan 

los unos con la desaparición o el padecimiento de los otros”. Así, en 

el caso de los hermanos de la víctima, la presunción elaborada para efectos 

de demostrar el perjuicio moral, se funda “en un hecho probado”, cual es 

“la relación de parentesco”, pues a partir de ella y “con fundamento en las 

reglas de la experiencia, se construye una presunción que permite 

establecer un hecho distinto, esto es, la existencia de relaciones 

afectivas y el sufrimiento consecuente por el daño causado a un 

 
8 Corte Constitucional. Sentencia T-934 de 2009 
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pariente, cuando éste no se encuentra probado por otros medios 

dentro del proceso”9 (Notas al pie omitidas) (Resaltado fuera de texto) 

 

De conformidad con lo anterior, los perjuicios morales son procedentes para los 

familiares, pues se presume que del parentesco se deriva una cercanía afectiva, que supone 

la existencia de un sufrimiento por la pérdida de un miembro familiar. En ese sentido, en 

el presente caso, a pesar que el fallador de primera instancia concedió la indemnización 

por concepto de perjuicios morales pretendidos por la muerte de ANDRÉS FELIPE 

ROJAS VELANDIA, para los abuelos y tíos del menor, se tiene que la suma – 2 SMLMV 

– concedida no se asemeja o es proporcional a la pérdida que sufrieron. Prueba del dolor 

y sufrimiento de estos demandantes son sus declaraciones. Al respecto, obra en el 

plenario lo manifestado por los demandantes acerca del sufrimiento al que se vieron 

sometidos con el deceso del niño ANDRÉS FELIPE ROJAS VELANDIA: (Folios 785 

y s.s.) 

 

- Interrogatorio de la Señora MARÍA DEL CARMEN ACEVEDO 

DE ROJAS – Abuela del menor: “Me afectó porque hay(sic) me bajo la depresión, 

moralmente no solamente la perdida de mi nieto sino el sufrimiento de mi hijo Gregory, 

tuve que ir al medico(sic) por cuenta del seguro social un medico(sic) muy bueno, el(sic) 

me ha dicho que tengo que tener paciencia que me de cuenta como me he enfermado y 

que no hay mas(sic) nada que hacer, solamente he ido a ese medico(sic).” 

 

- Interrogatorio del Señor JOSÉ VICENTE ROJAS AGUILAR – 

Abuelo del menor: “Para mi era alguien especial porque me daba como cierto aliento 

de poderlo ayudar desde que estuviera a mi alcance, el apego que tiene uno a la familia 

no cabe mucha palabra para explicarlo, queda un vació(sic) por mucho tiempo que por 

ejemplo uno va a almorzar y lo echa de menos y así por salir al parque ya que como le 

falta a uno un bastón y ya en temas al ir al descanso por la noche me daba valor para 

encomendarlo a Dios…” 

 

- Interrogatorio de la Señora ANGÉLICA ROCIO ROJAS 

ACEVEDO – Tía del menor: “Mis sobrinos todos han vivido o convivido conmigo, 

son como hijos y uno no espera que los hijos crezcan, se desarrollen como personas y que 

sigan acompañándonos, que estén siempre con nosotros, moralmente yo estaba 

estudiando contaduría publica(sic) cuando murió el niño y tuve que retirarme para poder 

acompañar a mi mamá, mi papá, mi hermano, mi cuñada, laboralmente también lo 

afecta a uno por el dolor uno no tiene la misma concentración, el dolor es inexplicable, 

de ver el sufrimiento del hermano” 

 

- Interrogatorio del Señor MIGUEL ANGEL MORA MARIÑO –

Tío del menor: “Definitivamente la falta del menor es grande, máxime que él era el 

compañero de mi hijo para sus juegos, la mayoría del tiempo estaban juntos ya que era 

 
9 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia de 30 de julio de 2008. 
Radicación No. 52001-23-31-000-1996-08167 (16483). C. P. Enrique Gil Botero. 
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el único primo que tenía mi hijo y además compartimos con la familiar mucho tiempo, 

no podría entrar a cuantificar los daños pero la falta de una persona en un hogar es 

mucha.” 

 

- Interrogatorio de la Señora SONIA LILIANA ROJAS 

ACEVEDO – Tía del menor: “Mi relación con el(sic) era muy cercana, para mi 

era otro hijo, vivíamos cerca todos en el mismo barrio, yo tengo un hijo que es mayor del 

niño fallecido dos años, quienes compartían mucho tiempo, además de toda la relación 

familiar en fechas especiales, la relación era muy cercana, era ternura porque el niño era 

muy especial muy tierno muy cariñoso” 

 

De los testimonios traídos a colación se demuestra, con contundencia, que mis 

poderdantes padecieron el dolor y sufrimiento de la muerte del menor ANDRÉS 

FELIPE ROJAS VELANDIA, por lo que la tasación de los perjuicios morales para tales 

demandantes estaba suficientemente soportada y debe ser mayor.  

 

d) Existencia y procedencia de la declaratoria de los perjuicios materiales, en su 

categoría de daño emergente futuro. 

  

El fallador de primera instancia, en la providencia apelada, no se pronunció acerca del 

reconocimiento del “daño emergente futuro” reclamado. Sin embargo, dicha 

consideración es contraria a derecho. Con relación al daño emergente futuro, es preciso 

manifestar que su demostración en el proceso era imposible, por ser futuro, esto es, no 

había acaecido al momento de la presentación de la demanda. Sin embargo, los mismos 

consistieron en los diferentes gastos en los que incurrieron los demandantes como 

consecuencia de la muerte del menor ROJAS VELANDIA, como gastos de psicología, 

entre otros.  

 

Por lo anterior, el fallo de primera instancia debe ser reformado en los aspectos 

impugnados por el suscrito, y en su lugar conceder cada una de las pretensiones 

formuladas en el escrito de demanda.  

 

 

V. SOLICITUD 

 

En mérito de lo expuesto, de la manera más respetuosa, solicito a la Sala Civil del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá, lo siguiente: 

 

1. REFORMAR la sentencia de primera instancia del 9 de marzo de 2020, 

declarando la responsabilidad de la Congregación Hermanas de la Caridad 

Dominicas de la Presentación de la Santísima Virgen - Clínica Palermo en la 

causación del perjuicio a mis mandantes, esto es, la muerte del menor ANDRÉS 

FELIPE ROJAS VELANDIA. 

2. REFORMAR el fallo de primera instancia con relación al valor de los perjuicios 

morales concedidos a los señores SANDRA SUSANA VELANDIA y 
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GREGORY ANDRÉS ROJAS ACEVEDO, concediendo la totalidad de la 

cuantía pretendida en el escrito inicial, esto es, por la suma de 200 SMLMV para 

cada uno.  

3. REFORMAR la sentencia de primera instancia en cuanto a la negación del daño 

emergente futuro, para que en su lugar se conceda la totalidad de los valores 

pretendidos para mis mandantes.  

 

 

Del Señor Magistrado, 

 

 

Con toda atención, 

 

 

 

 

 

GUSTAVO QUINTERO NAVAS 

C.C. 79.288.589 

T.P. No. 42.992 del C. S. de la J. 

 



 
CLAUDIA LUCIA SEGURA ACEVEDO 

ABOGADA  
LEGISLACION EN SALUD Y  RESPONSABILIDAD MÉDICA  

 Carrera 15A No. 120.42 Of 202 Bogotá, Colombia.  Celular 3102526697 

E. Mail: clalusegura@hotmail.com 

 

 

 

Honorables Magistrados 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA – SALA CIVIL 

Atn: Mg. ALFONSO ZAMUDIO MORA 

E.        S.          D.  

 

 

Ref: Radicación 1100131030022010-00362 03 

DEMANDANTES: LEONARDO ROJAS Y OTROS.   

DEMANDADOS: FUNDACION HOSPITAL DE LA 

MISERICORDIA (HOMI), CAFESALUD y CLINICA 

PALERMO 

ASUNTO: Sustentación al RECURSO DE 

APELACION contra la sentencia notificada por Estado el 

11 de marzo de 2020 del Juzgado 47 Civil del Circuito de 

Bogotá.  

 

CLAUDIA LUCIA SEGURA ACEVEDO, identificada como aparece al pie 

de mi firma, en mi calidad de apoderada de la FUNDACION HOSPITAL 

DE LA MISERICORDIA, me permito dentro del término concedido por su 

Despacho SUSTENTAR EL RECURSO DE APELACION INTERPUESTO 

en contra de la sentencia dictada por el Juzgado 47 Civil del Circuito de Bogotá, 

a fin de que los Honorables Magistrados de la Sala Civil del Tribunal Superior 

de Bogotá REVOQUEN LA MISMA, y en su lugar DECLAREN que no 

prosperan las pretensiones de la demanda y que no hay lugar a condenar a mi 

representada.  

Subsidiariamente si la sentencia fuere confirmada, solicito que se REVOQUE 

o MODIFIQUE la decisión en lo relacionado con la cobertura de la llamada en 

garantía SEGUROS DEL ESTADO S.A. y se condene a que asuma la totalidad 

de los valores a los que resulte condenada la asegurada FUNDACION 

HOSPITAL DE LA MISERICORDIA 

Lo anterior con base en las siguientes consideraciones: 

 

I.  LOS HECHOS Y LAS ACTUACIONES PROCESALES 



 

 

Los hechos que dieron lugar a este proceso tuvieron ocurrencia en las 

instalaciones del HOSPITAL DE LA MISERICORDIA para el año 2007 

cuando se atendió médicamente al menor ANDRES FELIPE ROJAS 

VELANDIA quien padeció complicaciones derivadas de patología abdominal 

que lo llevaron a su fallecimiento.  

Con base en lo anterior, sus padres y otros familiares interpusieron demanda de 

responsabilidad civil contra mi representada, proceso en el cual se practicaron 

interrogatorios de parte, pruebas testimoniales (técnicas) y periciales que 

culminaron en la sentencia que hoy se impugna.  

 

II. LA SENTENCIA RECURRIDA 

 

Con fecha 9 de marzo de 2020 y notificación en el estado del  11 de marzo de 

2.020, el Juzgado 47 Civil del Circuito de Bogotá, dictó la correspondiente 

sentencia mediante la cual resolvió declarar que la FUNDACION HOSPITAL 

DE LA MISERICORDIA es responsable civil y solidariamente con la 

codemandada CAFESALUD MEDICINA PREPAGADA, por las fallas en la 

prestación del servicio médico prestado al menor ANDRES FELIPE ROJAS 

VELANDIA  y en consecuencia condenó a las mismas al pago de perjuicios 

morales y daño a la vida en relación en favor de los padres y otros familiares del 

menor fallecido,  y aceptó la excepción propuesta por la llamada en garantía 

SEGUROS DEL ESTADO S.A.    

Luego de hacer un recuento de las pretensiones, y de las pruebas que se 

practicaron en el proceso, el a-quo consideró que la infección padecida por el 

menor es una infección de orden nosocomial, atendiendo la sentencia proferida 

por el H. CONSEJO DE ESTADO, pero incurriendo en varios yerros y sin 

hacer mayor análisis de las pruebas acopiadas al plenario. 

 

III. MOTIVOS DE INCONFORMIDAD PLANTEADOS EN EL 

RECURSO DE APELACION INTERPUESTO  

 

3.1. EN RELACION CON LA DECISIÓN DE CONDENA  

En relación con la decisión de fondo se manifestó inconformidad porque la 

sentencia adolece de errores y malas interpretaciones de los testimonios 

técnicos y demás pruebas aportadas al proceso lo que llevó a que el juzgador de 

primera instancia arribara a conclusiones equivocadas.  

Tales equivocaciones e interpretaciones erróneas a mi juicio se refieren a lo 

siguiente:  



 

 

3.1.1. Ilegalmente la sentencia de primera instancia desconoce que la carga de la 

prueba de acuerdo con la ley y con la jurisprudencia 1 , le corresponde al 

demandante, al punto que el fallador para motivar su decisión de primera 

instancia aseveró erróneamente que:  

“ ...es del caso resaltar que el Hospital de La Misericordia, no logró demostrar con la certeza 

necesaria para esta clase de eventos que la bacteria la tenia el menor antes del ingreso a la 

Institución médica, en su intestino, por lo que resulta insuficiente su argumento en tal sentido, 

fincado solo en la afirmación de los médicos declarantes, como una posibilidad, cuando debió 

demostrar, en forma veraz, el antecedente de la presencia de la bacteria, para poder exonerarse 

de responsabilidad.” 

Claramente no era el Hospital de La Misericordia quien tenía esta carga de la 

prueba, pese a lo cual, todos los testigos técnicos explicaron por qué la bacteria 

Klebsiella para el caso del menor migró del intestino por el torrente sanguíneo, 

sin que el dicho de expertos sea atendible por el juzgador de primera instancia.  

El artículo 167 del CGP2 es claro en determinar que si bien el juzgador 

puede INVERTIR la carga de la prueba debe advertirlo así a las partes, 

incluso en cualquier momento del proceso antes de fallar, pero ello no 

ocurrió en primera instancia. 

Por ende, se sorprendió a mi representada con el argumento antes transcrito y 

bajo la afirmación de que puede aplicarse la teoría de la carga dinámica de la 

prueba, lo que no es de recibo en este caso.  

Así las cosas, la parte demandante no probó como era su deber, el elemento de 

la culpa ni tampoco demostró que hubiera falla en la Institución frente a la 

presencia de infecciones y en consecuencia no se configuró por lo tanto a 

nuestro entender el elemento de la culpa de la Fundación Hospital de la 

Misericordia (HOMI), lo cual es un componente fundamental requerido para 

predicar responsabilidad civil, pues aunque se evidencia un daño en el menor, 

no existe en ninguna parte de la actuación evidencia de conducta culposa de mi 

representada.  

 

3.1.2. Dentro del mismo contexto anterior, el a-quo parte de una premisa falsa 

en el punto 3.6 de la sentencia visto a folio 545, pues afirma que el menor “había 

resultado infectado con una bacteria de carácter intrahospitalario durante su estancia en la 

Unidad de Cuidado Intensivo Pediátrico” afirmación que carece de respaldo técnico-

                                                           
1 Corte Suprema de Justicia SC12947-2016 Radicación N° 11001 31 03 018 2001 00339 01 Bogotá, D.C., quince (15) 

de septiembre de dos mil dieciséis (2016).Mg. Ponente: Margarita Cabello Blanco 
2 Artículo 167 C.G.P.  Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico 

que ellas persiguen. No obstante, según las particularidades del caso, el juez podrá, de oficio o a petición de parte, 

distribuir, la carga al decretar las pruebas, durante su práctica o en cualquier momento del proceso antes de fallar, 

exigiendo probar determinado hecho a la parte que se encuentre en una situación más favorable para aportar las 

evidencias o esclarecer los hechos controvertidos. La parte se considerará en mejor posición para probar en virtud de 

su cercanía con el material probatorio, por tener en su poder el objeto de prueba, por circunstancias técnicas especiales, 

por haber intervenido directamente en los hechos que dieron lugar al litigio, o por estado de indefensión o de 

incapacidad en la cual se encuentre la contraparte, entre otras circunstancias similares.  
Cuando el juez adopte esta decisión, que será susceptible de recurso, otorgará a la parte correspondiente el término 

necesario para aportar o solicitar la respectiva prueba, la cual se someterá a las reglas de contradicción previstas en este 

código. (…)   (Negrita fuera del texto) 



 

 

científico, pues el a-quo no tiene elementos de juicio para aseverar más allá de 

toda duda razonable que el paciente ANDRES FELIPE ROJAS VELANDIA 

fue infectado con una bacteria en el HOMI, pues es bien sabido en el ámbito 

médico y conforme enseñan sus conceptos técnico-científicos que la bacteria 

denominada KLEBSIELLA NEUMONIAE se encuentra en el propio 

organismo de los pacientes y claramente como lo expusieron para el caso 

concreto los expertos, el menor fallecido hizo bacteriemia por traslocación y no 

se trató de una infección asociada al cuidado de la salud. 

La Klebsiella Pneumoniae es una enterobacteria, lo que implica que vive en el 

intestino de todas las persona y así lo respalda la literatura científica.  

 

En efecto, la sentencia impugnada no tuvo en cuenta los testimonios técnicos 

arrimados a la investigación, según los cuales se pudo presentar la llamada 

translocación bacteriana que consiste en una proliferación de bacterias que 

pasan del intestino del paciente al torrente sanguíneo y causan infección. 

Además el a-quo asevera algo que no es cierto al decir que la Klebsiella 

Pneumoniae habita “solamente” en el medio hospitalario, por cuanto la 

incuestionable verdad es que tal bacteria puede habitar en el intestino de 

cualquier paciente. Así lo expusieron los expertos JAVIER ALFONSO 

GODOY y el doctor PABLO LUENGAS, cuyos testimonios técnicos 

infortunadamente fueron apreciados de manera ligera e incompleta por el 

juzgado de primera instancia, violando así lo dispuesto por el artículo 176 del 

C.G.P.3 

 

3.1.3.   La conclusión a que llegó el a-quo en el punto 4.2., es falsa o imaginaria, 

pues erróneamente aduce que:  

“ …en lo referente a la bacteria denominada Klebsiella Pneumoniae detectada al menor 

Andrés Felipe, se advierte según la historia clínica y la jurisprudencia nacional, que la misma 

trata de una bacteria de carácter intrahospitalario o nosocomial, que es virtual o dicho por los 

galenos Javier Alfonso Godoy Cordobés y Fabián Ricardo Guevara Santamaría, médicos 

pediatras inmunólogos (sic)4, pues aunque los mismos digan que se trató de una bacteria que 

puede estar alojada en el mismo organismo de los seres humanos, más precisamente en la flora 

intestinal (sic), se advierte que esto no es así, ya que la misma ha sido calificada como 

de origen meramente hospitalario y claramente resiste a los antibióticos y lo cual estructura 

la responsabilidad médica invocada por la parte demandante. (negrita y subrayas fuera de 

texto)  

 

                                                           
3 Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las 

solemnidades prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos. El juez expondrá siempre 

razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba 

 
4 Debe entenderse “e inmunólogos”  



 

 

Resulta por decir lo menos,  bastante osada o atrevida la aseveración del 

Despacho pues sin ningún fundamento técnico-científico y solo basándose en 

una apreciación equivocada y no objetiva de una jurisprudencia pronunciada 

hace varios años para un caso que no fue similar al presente, concluyó que la 

Klebsiella Pneumoniae se trata exclusivamente de una batería nosocomial, pese 

a que ampliamente se le explicó por todos los testigos técnicos que se trata de 

una bacteria que se aloja en el organismo del individuo y por ello se conocen 

como ENTEROBACTERIAS, porque forman parte de la microbiota del 

intestino y así lo reconoce ampliamente y a nivel mundial la bibliografía 

científica, que con mucho respeto es necesario decir, la señora Juez de primera 

instancia muy posiblemente nunca consultó. 

 

3.1.4. Se cuestiona sin ninguna base técnico-científica en la Sentencia de 

Primera Instancia el manejo antibiótico suministrado al paciente, pero para ese 

punto el Dr. Godoy en su testimonio claramente afirmó que el tratamiento fue 

correcto, de acuerdo a las guías y protocolos vigentes en ese momento. El Dr. 

GUEVARA en su testimonio reafirmó lo que dijo el Dr. GODOY e igualmente 

lo hizo la Dra. CONSUELO DEL PILAR GARCIA quien mencionó que la 

Klebsiella Pneumoniae como toda bacteria podría estar presente en la UCI 

pediátrica, pero esto no quiere significar que sea una IAAS.  

 

Podemos concluir que al paciente pediátrico ANDRES FELIPE ROJAS 

VELANDIA se le brindó por parte de la FUNDACIÓN HOSPITAL DE LA 

MISERICORDIA una adecuada y oportuna atención en salud, colocando a su 

servicio todos los medios técnico-científicos al alcance, conforme a los 

parámetros y protocolos médicos en cumplimiento de la lex artis ad hoc que 

requería la patología presentada en el niño. No obstante, infortunadamente la 

enfermedad se desarrolló de manera tórpida en el organismo del mencionado 

paciente debido a la bacteria Klebsiella Pneumoniae que se encontraba en su 

propio organismo de forma natural, como lo demuestran la historia clínica y los 

testimonios técnicos entre otras pruebas acopiadas al proceso. 

 

3.2. EN RELACION CON LA COBERTURA DE LA POLIZA 

ADQUIRIDA POR LA DEMANDADA Y LA 

RESPONSABILIDAD DE LA LLAMADA EN GARANTIA 

 

Subsidiariamente y en caso de no ser revocado el sentido del fallo, solicito se 

modifique el fallo y se condene a la llamada en garantía SEGUROS DEL 

ESTADO a que responda por el pago de las sumas a las cuales fuera condenado 

el Hospital, teniendo como base la póliza adquirida por mi representada.  

 



 

 

3.2.1. LA COBERTURA DE LA POLIZA SI INCLUYE PERJUICIOS 

MORALES.  

El fallo impugnado equivocadamente declaró probada la excepción titulada 

riesgos asumidos y erróneamente aceptó que el contenido de la póliza 

062101036 expresa que los perjuicios morales fueron expresamente excluidos 

de cobertura (lo cual no es así).  

Si se revisa el objeto de la póliza adquirida, esta consagra que “ampara la 

responsabilidad civil profesional del asegurado por los perjuicios causados a terceros durante la 

vigencia de la póliza, derivada de la posesión y el uso de aparatos y tratamientos médicos con 

fines de diagnóstico o terapéuticos en cuanto dichos aparatos y tratamientos estén reconocidos 

por la ciencia médica” 

Ante el Despacho, la llamada en garantía argumentó que los perjuicios morales 

eran un riesgo no asumido y que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 

1127 del código de comercio5 no se encuentran amparados dentro del seguro 

de responsabilidad civil ya que la norma mencionada se refiere a “perjuicios 

patrimoniales” 

De tal manera es claro que se equivoca en su apreciación la llamada en garantía 

y en consecuencia también llevó a equivocación al Juzgado, el cual sin hacer 

ningún estudio ni análisis de la misma, se limitó a aceptarla. 

Sin embargo aclaramos para que se tenga en cuenta en segunda instancia (ya 

que no fue así por el a-quo), que como se encuentra demostrado en el proceso, 

la póliza que ampara a la asegurada FUNDACION HOMI amparaba la 

responsabilidad civil profesional del asegurado por los perjuicios causados a 

terceros durante la vigencia de la póliza como consecuencia de actos 

negligentes, impericias, errores u omisiones en que llegara a incurrir mientras 

ejerce su actividad y con un límite de cobertura superior a los 500 millones de 

pesos, no solamente sin que expresamente se hubieran excluido los daños 

morales, sino que en las observaciones de la póliza se deja constancia a solicitud 

del asegurado que SE INCLUYE el amparo adicional de daño moral con límite 

de $100.000.000 año/vigencia. Al recurso de apelación interpuesto ante el 

Juzgado 47 se adjuntó en 10 folios copia auténtica de la póliza, donde 

claramente se establece lo antes dicho.  

Adicionalmente es importante advertir que la H. La Corte Suprema de Justicia 

en varias oportunidades ha señalado que el seguro de responsabilidad civil no 

excluye per se el cubrimiento de los perjuicios morales. Así por ejemplo, 

con ponencia del Magistrado Ariel Salazar Ramírez en sentencia SC20950-2017, 

Radicación n° 05001-31-03-005-2008-00497-01 de fecha doce (12) de 

diciembre de dos mil diecisiete (2017) hizo un profundo análisis comparativo 

sobre los seguros de daños versus los seguros de responsabilidad civil y 

                                                           
5 El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales 

que cause el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley y tiene como 

propósito el resarcimiento de la víctima, la cual, en tal virtud, se constituye en el beneficiario de la indemnización, sin 

perjuicio de las prestaciones que se le reconozcan al asegurado. 



 

 

concluyó respecto del contenido del artículo 1127 del C. de Co. que:  “… cuando 

la norma en comento alude a «los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado» no se está 

refiriendo a la clasificación de los perjuicios (patrimoniales y extrapatrimoniales) dentro de la 

relación jurídica sustancial entre demandante y demandado en el proceso de responsabilidad 

civil, sino al detrimento económico que surge para el asegurado dentro de la relación que nace 

en virtud del contrato de seguro, los cuales son siempre de carácter patrimonial para el 

asegurado, independientemente de la tipología que se les haya asignado al interior del proceso 

de responsabilidad civil.”  

Así las cosas, no procede aceptar la excepción pretendida y en consecuencia 

debe revocarse esta decisión. 

Por todo lo anteriormente expuesto solicito REVOCAR LA SENTENCIA 

CONDENATORIA y en su lugar declarar que no prosperan las pretensiones 

de la parte demandante. Subsidiariamente y si los H. Magistrados confirmaran 

el sentido del fallo debe modificarse la condena imponiendo a la llamada en 

garantía el total del correspondiente pago.  

 

Atentamente,   

 

CLAUDIA LUCIA SEGURA ACEVEDO 

C.C. 35.469.872 BOGOTA 

T.P. 54.271C.S.J.  
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Bogotá D.C., 7 de febrero de 2021 
 
 
Honorable magistrado 
MANUEL ALFONSO ZAMUDIO MORA 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL – SALA CIVIL 
secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Ciudad 
 
 
PROCESO: ORDINARIO DE MAYOR CUANTÍA 
RADICADO: 2010-00362-00 
DEMANDANTE: JOSE VICENTE ROJAS AGUILAR  
DEMANDADO: CLÍNICA PALERMO Y OTROS  
REFERENCIA: TRASLADO ART. 14 DECRETO 806 DE 2020 
 
JUAN GUILLERMO SALGADO ARIAS, mayor de edad, domiciliado en Bogotá D.C. e identificado 
con la cédula de ciudadanía No. 79.843.296, abogado portador de la tarjeta profesional No. 230.202 
del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad de apoderado especial de MEDPLUS 
MEDICINA PREPAGADA S.A. persona jurídica identificada con Nit. 900.178.724-3, con personería 
jurídica reconocida para actuar, presento ante su despacho DESCORRO TRASLADO de conformidad 
con lo establecido en el articulo 14 de l decreto 806 de 2020.   
 

1.1.1. EL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA ERRÓ AL APLICAR LA SOLIDARIDAD DE LA 
EMPRESA DE MEDICINA PREPAGADA HACIENDO UNA INTERPRETACIÓN 
EQUIVOCADA DEL DECRETO 1570 DE 1993 
 

El decreto 1570 de 1993, en su artículo 17 establece de forma clara y expresa en qué casos existe 
responsabilidad por parte de la empresa de medicina prepagada con los prestadores de servicios de 
salud así: 
 

ARTICULO 17.  
1. Responsabilidad civil y administrativa. Las empresas, dependencias y programas 
de medicina prepagada, responderán civil y administrativamente, por todos los 
perjuicios que ocasionen a los usuarios en los eventos de incumplimiento 
contractual y especialmente en los siguientes casos: 
 
1 cuando la atención de los servicios ofrecidos contraríe lo acordado en el contrato 
y  
2 cuando se preste el servicio en forma directa, por las faltas o fallas 
ocasionadas por algunos de sus empleados, sean éstos del área administrativa o 
asistencial, sin perjuicio de las sanciones a que pueda dar lugar la violación de las 
normas del Código de Ética Médica. 
 

Conforme a lo anterior, deben cumplirse dos presupuestos normativos contemplados de forma 
expresa para que se predique la responsabilidad de la empresa de medicina prepagada y en el caso 
en concreto estos dos presupuestos normativos deben concurrir para que se predique la solidaridad 
con el prestador de servicios en salud, sin que el señor juez pueda ignorarlos, siendo estos: 
 

1. Debe existir un incumplimiento contractual para que exista responsabilidad por parte de la 
empresa de medicina prepagada, situación que nunca se presentó en el presente caso, pues 
tal como se evidenció a lo largo del proceso, y como los mismos demandantes lo confesaron 
en sus interrogatorios de parte la empresa de medicina prepagada garantizó el acceso a los 
servicios y emitió todas las autorizaciones de servicios que se requirieron, los cuales fueron 
debidamente cancelados a la IPS de conformidad con el contrato suscrito entre las entidades, 
luego no se puede predicar un incumplimiento de contrato. 
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2. Cuando se preste el servicio de forma directa, esto es a través de su personal asistencial o 
administrativo contratado laboralmente (empleados), situación que no se configura en el 
servicio prestado al menor Andres Felipe Rojas, toda vez que este se prestó en virtud de un 
contrato de prestación de servicios con las IPS PALERMO y HOSPITAL LA MISERICORDIA, 
que fueron debidamente incorporados al expediente, donde acudieron de forma libre y 
voluntaria los padres del menor (no por remisión de la empresa de medicina prepagada), 
entidades que actúan con autonomía administrativa y financiera, quienes adicionalmente en 
el contrato suscrito con mi representada, cuentan con una cláusula de indemnidad, por lo 
que no se puede predicar una solidaridad de tipo legal, pues la norma claramente no atribuye 
responsabilidad a la empresa de medicina prepagada en casos de prestación a través de 
terceros (IPS contratadas). 
 
En este punto debe hacerse referencia al mismo decreto 1570 de 1993, en el cual se 
establece claramente cuáles son las formas de prestación de servicios que puede realizar una 
empresa de medicina prepagada siendo estas conforme el artículo 6 de la referida norma “2. 
Modalidad en la prestación de los servicios. Las Empresas de Medicina Prepagada, podrán 
prestar los servicios (1) en forma directa; (2) a través de profesionales de la salud o 
instituciones de salud adscritas o (3) a través de la libre elección por parte del usuario” y en 
consecuencia no es posible confundir o asimilar la red adscrita, con la prestación de los 
servicios de forma directa por parte de la empresa de medicina prepagada, siendo para el 
caso de la atención del menor Andres Felipe una prestación a traes de la red adscrita donde 
acudieron por libre elección los padres del menor conforme se demostró en los interrogatorios 
de parte a ellos practicados.  
 

Encontrándose plenamente demostrado que no se cumplen los presupuestos de ORDEN LEGAL para 
que se predique la responsabilidad de la empresa de medicina prepagada en los casos de 
responsabilidad en que se ocasionen perjuicios a sus usuario, no porque se pueda entender que se 
está configurando una causal de exención de responsabilidad, sino simplemente porque no hay 
responsabilidad al haber cumplido los presupuestos para los cuales fue contratado, sin que para el 
caso en comento se pueda predicar un incumplimiento de contrato por parte de mi representada, 
pues tal como lo afirmaron los mismos accionantes los servicios fueron autorizados y prestados en 
debida forma y conforme a los requerimientos de los mismos contratantes y del personal médico 
perteneciente a la red adscrita a Medplus Medicina Prepagada. 

 
1.1.2. Las IPS adscritas cuentan con autonomía administrativa y financiara, pactando 

en el acuerdo de voluntades suscrito, dejar indemne a mi representada. 
 
Adicional a lo estipulado, en el decreto 1570 de 1993 y en concordancia con dicha norma, en la 
relación contractual entre las entidades, se han establecido cláusulas de autonomía financiera y 
administrativa, conforme a lo anterior las entidades adscritas a Medplus Medicina Prepagada, han 
actuado con independencia y autónomia, no existiendo relación entre la mismas más allá de la mera 
relación contractual pactada entre las partes, en la que se pactó la indemnidad hacia mi representada 
así: 
 
Con la clínica Palermo: 
 

“Cláusula quinta: Autonomía: Los servicios hospitalarios a los que se refiere este 
contrato, serán prestados por el CENTRO ASISTENCIAL, a solicitud y por voluntad 
del usuario, a través de su personal médico, paramédico y administrativo con plena 
autonomía técnica, científica y administrativa y bajo su propia y exclusiva 
responsabilidad. 

 
Con el Hospital la Misericordia: 
 

“Clausula novena: Autonomía: EL CONTRATISTA prestará los servicios objeto del 
presente contrato con plena autonomía técnica, financiera, administrativa y 
científica, bajo su propia y exclusiva responsabilidad y con aplicación de los 
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parámetros de eficiencia y calidad correspondiente a su nivel de atención, sin que 
se configure relación laboral de dependencia, mandato y/o representación de EL 
CONTRATANTE 
 
Clausula décima: Indemnidad. EL CONTRATISTA mantendrá indemne al contratante 
de toda reclamación, demanda, sanción que contra este se legaré a presentar de 
forma directa o indirecta con ocasión de los servicios objeto del presente contrato”. 

 
Por lo que, desvirtuada la responsabilidad desde la óptica legal, también se descarta entonces la 
solidaridad desde el punto de vista contractual, evidenciando que no existe responsabilidad, ni 
solidaridad entre las IPS Hospital la Misericordia y Clínica Palermo con mi representada en caso de 
una eventual condena.  
 

1.2. INDEBIDA VALORACIÓN PROBATORIA 
 
De la misma manera, se evidencia que la señora jueza argumenta la presunción de una enfermedad 
nosocomial, en caso de adquirir una bacteria hospitalaria, desconociendo en todo caso el extenso 
acervo probatorio, donde se manifestó los medios de adquisición de la bacteria, así como su posible 
traslocación bacteriana, y finalmente no se tuvo en cuenta que el hospital la misericordia cuenta con 
un comité de infecciones y para la fecha de internación del menor contaba con una de las tasas más 
bajas de infecciones, situación que desvirtúa la posición del despacho, pues evidentemente la IPS 
hacia seguimiento respecto de las tasas de infección nosocomial, gestionando de forma diligente el 
riesgo y por tanto no puede ser objeto de sanción o imputación de culpa, elemento esencial de la 
responsabilidad civil médica. 
 
 

1.3. INEXISTENCIA DE TASACIÓN RAZONADA DE LOS PERJUICIOS 
 
Se evidencia ausencia de la sustentación de la tasación de perjuicios que al momento de decidir el 
juez se encuentra en la obligación de hacer explícitos los razonamientos que lo llevan a tomar dicha 
decisión, en el entendido que la ausencia de tales argumentaciones conlleva una violación al derecho 
fundamental del debido proceso. 
 
En ese sentido lo interpretó la  Corte constitucional Sentencia T-212 de 2012 así:  
 
“la libertad a un juez para que tome una decisión bajo su arbitrio judicial, no es un permiso para no 
dar razones que sustenten lo decidido, no es una autorización para tomar decisiones con base en 
razonamientos secretos ni tampoco para tomar decisiones basado en emociones o pálpitos. Como se 
indicó, por el contrario, demanda un mayor cuidado en el juez al momento de hacer públicas las 
razones de su decisión”  
 
Conforme a lo anterior, se encuentra que en el proceso no se probó la causación de los daños y 
perjuicios que fueron objeto de condena, por lo que la misma deberá revocarse y causarse en debida 
forma bajo el entendido que los mismos no están probados, ni acreditados en el proceso.  
 

II. PETICIÓN 
 

Conforme lo expuesto, respetuosamente solicito al honorable magistrado se sirva revocar el fallo 
impugnado de la siguiente manera:  
 

2.1. Petición Principal:  
 

- REVOCAR el fallo impugnado respecto de mí representada, al no existir responsabilidad, ni 
solidaridad con las IPS vinculadas y por tanto exonerar a mi representada de cualquier tipo 
de condena a la que hubiere lugar en contra de las demás accionadas. 
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2.2. Petición Subsidiaria:  
 

- REVOCAR en su integridad el fallo mediante el cual se condena a mi representada y al 
Hospital la Misericordia al no existir un elemento de juicio constitutivo de culpa que se pueda 
inculcar a las demandadas y consecuentemente exonerarlas de la responsabilidad endilgada.  

 
III. NOTIFICACIONES 

 
Para efectos de notificaciones de conformidad con el establecido en el decreto 806 de 2020, el 
suscrito recibe notificaciones al correo electrónico juangs@medplusgroup.com.co correo 
debidamente inscrito en el Consejo Superior de la Judicatura como se evidencia en pantallazo 
adjunto. 
 
De la misma manera mi representada recibe notificaciones electrónicas en el correo 
grupomedplus@medplus.com.co correo registrado en la Cámara de Comercio como se evidencia en 
el certificado de existencia y representación legal adjunto. 
 
 
 
Respetuosamente,  
 

 
 
JUAN GUILLERMO SALGADO ARIAS 
C. c. 79.843.296 de Bogotá 
T. p. No. 230.202 del C. S. de la J.  
Apoderado Especial 
MEDPLUS MEDICINA PREPAGADA S.A. 
 
 


